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ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2016, Año de la Lucha Contra la Diabetes”
	



Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se modifica el artículo 430 y se adiciona el artículo 430 BIS  del Código Penal para el Estado de Coahuila de Zaragoza,  así como los artículos 2811, 2812, 2813 y la fracción II del artículo 2815; se agrega la fracción III y se recorre la fracción III al IV del artículo 2815 del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza.
· Mediante la cual propone establecer modalidades agravantes del delito de usura.

Planteada por el Diputado Shamir Fernández Hernández, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

Fecha de Lectura de la Iniciativa: 28 de Junio de 2016.

Turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia.

Fecha del Dictamen: 26 de Octubre de 2017.
Decreto No. 990

Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado: P.O. 086 / 27 de Octubre de 2017.
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CODIGO PENAL DEL ESTADO DE COAHUILA Y DEL CODIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE COAHUILA, QUE PRESENTA EL DIPUTADO SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBEN.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
P r e s e n t e.- 
El que suscribe Diputado Shamir Fernández Hernández, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, en ejercicio de la facultad legislativa que me confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en mi carácter de Diputado Integrante de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, me permito someter al mismo:
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CODIGO PENAL DEL ESTADO DE COAHUILA Y DEL CODIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE COAHUILA, DE ACUERDO CON LA SIGUIENTE:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
En su concepción etimológica, la voz usura, (del latín usus, uso), tenía el significado de interés que se paga por haber recibido dinero en préstamo; el interés es la ganancia que se percibe por la renta de una cantidad de dinero, es el precio del uso o goce del dinero prestado. Posteriormente, el concepto de usura evolucionaria hasta ser considerado como el interés excesivo en un préstamo. Un gran sector de la doctrina considera a la usura como la actividad consistente en la prestación de dinero con interés evidentemente superior al que debiera percibirse de acuerdo con las normas de la moral y del derecho.

De acuerdo con la legislación civil del estado de Coahuila en su artículo 2809, el interés puede ser convencional o legal, es convencional cuando los contratantes lo fijan de una manera libre y es legal cuando por ley se establece, que en este caso, es del doce por ciento anual, el interés convencional puede ser igual, menor o superior al interés legal.

En el Código de Comercio relativo a los préstamos mercantiles el artículo 362 dispone que los deudores que demoren el pago de sus deudas deberán satisfacer, desde el día siguiente al del vencimiento, el interés pactado para este caso, o en su defecto el seis por ciento anual.

Resulta evidente que en dicha disposición el interés convencional carece de límite o tope máximo, omisión que propicia que la tasa no se acuerde, sino se imponga al deudor generalmente en una franca situación de plena desventaja ante el ánimo de lucro de la parte acreedora.

En el mes de junio de 2011, se publicaron en el Diario Oficial de la Federación, diversas reformas realizadas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de derechos humanos.  Este decreto modificó, entre otros, el artículo 1 constitucional párrafos segundo y tercero, mediante la incorporación del principio “pro persona”. Este principio fue incorporado en el párrafo segundo de dicho artículo, el cual establece que “Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.” 

Ahora bien, el precepto 21 apartado 3, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
, prevé la usura como una forma de explotación del hombre por el hombre, como fenómeno contrario al derecho humano de propiedad, lo que se considera que ocurre cuando una persona obtiene en provecho propio y de modo abusivo sobre la propiedad de otra, un interés excesivo derivado de un préstamo. Lo anterior se corrobora del contenido de ese numeral normativo, el cual señala:
Convención Americana sobre los Derechos Humanos
Artículo 21.  Derecho a la Propiedad Privada
1. Toda persona tiene derecho al uso y goce de los bienes. La ley puede subordinar tal uso y goce al interés social.

 

2. Ninguna persona puede ser privada de sus bienes, excepto mediante el pago de indemnización justa, por razones de utilidad pública o de interés social y en los casos y según las formas establecidas por la ley.’

 

3. Tanto la usura como cualquier otra forma de explotación del hombre por el hombre deben ser prohibidas por la ley.

Respecto al cobro excesivo de intereses y la observancia del principio “pro persona”, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el día diecinueve de febrero de dos mil catorce, en la jurisprudencia 47/2014 (10ª), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y en su Gaceta, Décima Época, Libro 7, Tomo I, junio de 2014, página 402, al resolver la contradicción de tesis 350/2013, consideró que para el caso de que el interés pactado en documento de crédito de los denominados como pagaré, genere convicción en el juzgador de que es notoriamente excesivo y usuario, acorde con las circunstancias particulares del caso y las constancias del expediente, debe de oficio inhibir tal cláusula apartándose del contenido del interés pactado, para fijar la condena respectiva sobre la tasa de intereses que no resulte excesiva. Asimismo, enunció los parámetros guía para evaluar objetivamente el carácter excesivo de los intereses.

PAGARÉ. SI EL JUZGADOR ADVIERTE QUE LA TASA DE INTERESES PACTADA CON BASE EN EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO ES NOTORIAMENTE USURARIA PUEDE, DE OFICIO, REDUCIRLA PRUDENCIALMENTE.

El párrafo segundo del citado precepto permite una interpretación conforme con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al prever que en el pagaré el rédito y los intereses que deban cubrirse se pactarán por las partes, y sólo ante la falta de tal pacto, operará el tipo legal; pues ese contenido normativo debe interpretarse en el sentido de que la permisión de acordar intereses no es ilimitada, sino que tiene como límite que una parte no obtenga en provecho propio y de modo abusivo sobre la propiedad de la otra, un interés excesivo derivado de un préstamo. Así, el juzgador que resuelve la litis sobre el reclamo de intereses pactados en un pagaré, para determinar la condena conducente (en su caso), debe aplicar de oficio el referido artículo 174, acorde con el contenido constitucionalmente válido de ese precepto y a la luz de las condiciones particulares y los elementos de convicción con que se cuente en cada caso, para que dicho numeral no pueda servir de fundamento para dictar una condena al pago de intereses usurarios, por lo que si el juzgador adquiere convicción de oficio de que el pacto de intereses es notoriamente usurario acorde con las circunstancias particulares del caso y las constancias de actuaciones, entonces debe proceder, también de oficio, a inhibir esa condición usuraria apartándose del contenido del interés pactado, para fijar la condena respectiva sobre una tasa de interés reducida prudencialmente para que no resulte excesiva, mediante la apreciación razonada, fundada y motivada, y con base en las circunstancias particulares del caso y de las constancias de actuaciones que válidamente tenga a la vista al momento de resolver. Ahora bien, cabe destacar que constituyen parámetros guía para evaluar objetivamente el carácter notoriamente excesivo de una tasa de interés -si de las constancias de actuaciones se aprecian los elementos de convicción respectivos- los siguientes: a) el tipo de relación existente entre las partes; b) la calidad de los sujetos que intervienen en la suscripción del pagaré y si la actividad del acreedor se encuentra regulada; c) el destino o finalidad del crédito; d) el monto del crédito; e) el plazo del crédito; f) la existencia de garantías para el pago del crédito; g) las tasas de interés de las instituciones bancarias para operaciones similares a las que se analizan, cuya apreciación únicamente constituye un parámetro de referencia; h) la variación del índice inflacionario nacional durante la vida real del adeudo; i) las condiciones del mercado; y, j) otras cuestiones que generen convicción en el juzgador. Lo anterior, sobre la base de que tales circunstancias puede apreciarlas el juzgador (solamente si de las constancias de actuaciones obra válidamente prueba de ellos) para aumentar o disminuir lo estricto de la calificación de una tasa como notoriamente excesiva; análisis que, además, debe complementarse con la evaluación del elemento subjetivo a partir de la apreciación sobre la existencia o no, de alguna situación de vulnerabilidad o desventaja del deudor en relación con el acreedor.

De igual manera es necesario señalar que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha establecido el Control de Convencionalidad ex officio debe aplicarse en cualquier caso en que la autoridad jurisdiccional advierta que hubo violación a los derechos fundamentales reconocidos por los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano haya intervenido, por lo que no se requiere de planteamiento expreso por parte del demandado e  incluso en plena garantía y protección de esos derechos bajo los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, los órganos de control constitucional  han hecho efectivo dicha protección en los casos en que al demandado le haya sido acusada la rebeldía procesal, el juzgador  puede y debe salvaguardar el derecho humano del enjuiciado a no ser víctima de usura, derecho económico previsto en el artículo 21, numeral 3, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, lo anterior es materia de los siguientes criterios jurisprudenciales:

CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN UN MODELO DE CONTROL DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD. 

De conformidad con lo previsto en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, todas las autoridades del país, dentro del ámbito de sus competencias, se encuentran obligadas a velar no sólo por los derechos humanos contenidos en la Constitución Federal, sino también por aquellos contenidos en los instrumentos internacionales celebrados por el Estado Mexicano, adoptando la interpretación más favorable al derecho humano de que se trate, lo que se conoce en la doctrina como principio pro persona. Estos mandatos contenidos en el artículo 1o. constitucional, reformado mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación de 10 de junio de 2011, deben interpretarse junto con lo establecido por el diverso 133 para determinar el marco dentro del que debe realizarse el control de convencionalidad ex officio en materia de derechos humanos a cargo del Poder Judicial, el que deberá adecuarse al modelo de control de constitucionalidad existente en nuestro país. Es en la función jurisdiccional, como está indicado en la última parte del artículo 133 en relación con el artículo 1o. constitucionales, en donde los jueces están obligados a preferir los derechos humanos contenidos en la Constitución y en los tratados internacionales, aun a pesar de las disposiciones en contrario que se encuentren en cualquier norma inferior. Si bien los jueces no pueden hacer una declaración general sobre la invalidez o expulsar del orden jurídico las normas que consideren contrarias a los derechos humanos contenidos en la Constitución y en los tratados (como sí sucede en las vías de control directas establecidas expresamente en los artículos 103, 105 y 107 de la Constitución), sí están obligados a dejar de aplicar las normas inferiores dando preferencia a las contenidas en la Constitución y en los tratados en la materia. 

PAGARÉ. AUN CUANDO EL JUICIO SE SIGA EN REBELDÍA, EL JUZGADOR TIENE LA OBLIGACIÓN DE PROTEGER Y GARANTIZAR OFICIOSAMENTE EL DERECHO HUMANO DEL ENJUICIADO A NO SUFRIR USURA.

En la jurisprudencia 1a./J. 47/2014 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 27 de junio de 2014 a las 9:30 horas y en su Gaceta, Décima Época, Libro 7, Tomo I, junio de 2014, página 402, de título y subtítulo: "PAGARÉ. SI EL JUZGADOR ADVIERTE QUE LA TASA DE INTERESES PACTADA CON BASE EN EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO ES NOTORIAMENTE USURARIA PUEDE, DE OFICIO, REDUCIRLA PRUDENCIALMENTE.", la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación consideró que si el juzgador advierte que la tasa de intereses consignada en un pagaré es notoriamente excesiva, puede reducirla oficiosa y prudencialmente, valorando las circunstancias particulares del caso y las actuaciones que tenga para resolver. Asimismo, enunció los siguientes parámetros guía para evaluar objetivamente el carácter excesivo del rédito: a) el tipo de relación entre las partes; b) la calidad de los sujetos que intervienen en la suscripción del pagaré y si la actividad del acreedor se encuentra regulada; c) el destino o finalidad del crédito; d) el monto; e) el plazo; f) la existencia de garantías para el pago; g) las tasas bancarias de interés para operaciones similares a las analizadas; h) la variación del índice inflacionario nacional durante la vida real del adeudo; i) las condiciones del mercado; y, j) otras cuestiones que generen convicción en el juzgador. Ahora bien, la falta de contestación de la demanda no constituye un impedimento jurídico para analizar los referidos parámetros, porque, aunque el juicio se siga en rebeldía, el juzgador tiene la facultad y la obligación de proteger y garantizar oficiosamente el derecho humano del enjuiciado a no sufrir usura, de conformidad con los artículos 1o., párrafo tercero, de la Constitución Federal y 21, numeral 3, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Además, la falta de contestación de la demanda tampoco es un obstáculo práctico para que el juzgador conozca algunos de los referidos parámetros, pues aquellos que consistan en circunstancias particulares del caso (relación entre las partes; calidad de los sujetos; actividad del acreedor; destino, monto, plazo y garantías del crédito), pueden quedar revelados a través de los datos contenidos en la demanda y sus anexos, mientras que los relativos a indicadores financieros (tasas de interés bancarias y variación del índice inflacionario nacional), pueden constituir hechos notorios que no requieren de planteamientos ni pruebas de las partes, por encontrarse difundidos mediante publicaciones impresas o electrónicas oficiales.
La Suprema Corte de Justicia de la Nación,  ha sentado criterio en la tesis P. LXIX/2011 (9a.), que aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro III, Tomo 1, diciembre de 2011, página 552, de rubro: "PASOS A SEGUIR EN EL CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS", determinando que cuando hay varias interpretaciones jurídicamente válidas, los Jueces deben, partiendo de la presunción de constitucionalidad de las leyes, preferir aquella que hace a la ley acorde a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, para evitar incidir o vulnerar el contenido esencial de estos derechos.
Por tanto, atento al contenido de dicho criterio, en lo referente a la interpretación de las normas positivas de derecho interno, se considera que una ley más acorde para la protección del derecho humano reconocido en el artículo 21, numeral 3, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos  que conmina a la prohibición en ley de la usura es la Legislación Penal para el Estado de Aguascalientes, norma positiva que si bien no es federal, sí permite fijar un porcentaje certero y eficaz para la salvaguarda del derecho humano en comento, al disponer en su artículo 148, fracción I, que ello sucede cuando un interés convencional evidente o encubierto excede de un treinta y siete por ciento anual; de ahí que, para estar en condiciones de resolver si un rédito es usurario, es válida la remisión a dicha legislación estatal.
Partiendo de la premisa de que originalmente existe voluntad de las partes en el pacto de intereses; que se trata de la materia mercantil y que, atento al control de convencionalidad ejercido, se protege el Derecho Humano contenido en el numeral 3 del artículo 21 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, al establecer que en el cobro de intereses moratorios éstos no deben ser  usurarios;  el Alto Tribunal, también ha considerado correcto tomar como base la legislación civil del estado de Aguascalientes en particular el artículo 2266,  como parte del sistema jurídico mexicano que el interés convencional no podrá exceder de treinta y siete por ciento anual y sanciona la transgresión a lo anterior de la manera siguiente: "En caso de exceder la tasa del interés convencional, el Juez de oficio, deberá disminuirla hasta establecerla dentro de los límites del presente artículo", de igual manera resulta necesario destacar que los jueces de control constitucional han dictado jurisprudencia en el sentido de que si el objetivo de la interpretación constitucional y convencional está enfocada a la tutela de los derechos humanos, la misma actualiza su aplicación en materia civil, atendiendo a lo anterior, resulta necesario realizar las modificaciones necesarias a nuestra legislación civil en los términos que han sido expuestos  a efecto de inhibir los actos de usura, tiene aplicación la siguiente tesis:
Época: Décima Época 

Registro: 2009705 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

Libro 21, Agosto de 2015, Tomo III 

Materia(s): Civil 

Tesis: VI.2o.C.60 C (10a.) 

Página: 2383 

INTERESES USURARIOS EN MATERIA CIVIL. DEBEN APLICARSE LAS MISMAS REGLAS QUE OPERAN EN LA MERCANTIL.

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 350/2013, reexaminó su posición respecto de los intereses usurarios, para hacerla acorde con el artículo 21, numeral 3, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que dispone que tanto la usura como cualquier otra forma de explotación del hombre por el hombre, deben ser prohibidas por la ley. En consecuencia, la citada Sala concluyó que toda autoridad jurisdiccional está obligada a hacer una interpretación de las normas del sistema jurídico que pudieran afectar derechos humanos contenidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales, de tal manera que permita su más amplia protección. Dicha postura está plasmada en las jurisprudencias 1a./J. 46/2014 (10a.) y 1a./J. 47/2014 (10a.), publicadas en las páginas 400 y 402 del Libro 7, Tomo I de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, junio de 2014 y en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 27 de junio de 2014 a las 9:30 horas, con números de registros digitales 2006794 y 2006795, de títulos y subtítulos: "PAGARÉ. EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO, PERMITE A LAS PARTES LA LIBRE CONVENCIÓN DE INTERESES CON LA LIMITANTE DE QUE LOS MISMOS NO SEAN USURARIOS. INTERPRETACIÓN CONFORME CON LA CONSTITUCIÓN [ABANDONO DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 32/2012 (10a.) Y DE LA TESIS AISLADA 1a. CCLXIV/2012 (10a.)]." y "PAGARÉ. SI EL JUZGADOR ADVIERTE QUE LA TASA DE INTERESES PACTADA CON BASE EN EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO ES NOTORIAMENTE USURARIA PUEDE, DE OFICIO, REDUCIRLA PRUDENCIALMENTE.", respectivamente. De su contenido se obtiene que la autoridad jurisdiccional que conoce de un proceso mercantil, debe llevar a cabo el análisis oficioso del tema de la usura, bajo la perspectiva de los parámetros de interpretación contenidos sólo a manera de referencia en dichas jurisprudencias. Así las cosas, si el objetivo de tal interpretación constitucional y convencional está enfocado a la tutela efectiva de los derechos humanos, por identidad jurídica sustancial se actualiza su aplicación a la materia civil, pues los preceptos constitucionales y convencionales que regulan la aludida interpretación son dispositivos y no taxativos; de ahí que el ámbito de su aplicación pueda extenderse a la materia civil, cuando el juzgador advierta la necesidad de analizar la existencia de intereses usurarios pactados en algún acuerdo de voluntades de carácter civil.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo directo 87/2015. María de Lourdes García Salgado y otro. 8 de mayo de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Humberto Schettino Reyna.

Amparo directo 48/2015. Ezequiel Lazcano Hernández. 18 de junio de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Ma. Elisa Tejada Hernández. Secretario: Víctor Manuel Mojica Cruz.

Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 350/2013 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 27 de junio de 2014 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 7, Tomo I, junio de 2014, página 349. 

En el estado de Coahuila la usura es un delio autónomo de carácter patrimonial, y no como una variante del delito de fraude como está tipificado en diversas entidades federativas de nuestro país, los bienes jurídicos que el delito de usura lesiona son el patrimonio y la buena fe contractual, el patrimonio sea entendido como la suma de bienes y riquezas que pertenecen a una persona o como el conjunto de poderes, deberes, apreciables en dinero, que tiene una persona
; respecto a la buena fe, se debe entender como tal al espíritu de lealtad, de respeto al derecho y de fidelidad es decir como ausencia de simulación, de dolo, en las relaciones entre dos o más partes en un acto jurídico; as como fidelidad a los compromisos, sin pretender acrecentarlos o disminuirlos.
 La redacción actual del artículo 430 del Código Civil, es el siguiente:

USURA
ARTÍCULO 430. PENALIDAD Y FIGURA TÍPICA DE USURA. Se aplicará de seis meses a ocho años y multa de diez a cuatrocientos días: Al que aprovechándose de la apremiante necesidad de una persona, de su ignorancia o notoria inexperiencia realice préstamos en cualquier forma contractual, con intereses superiores a los bancarios; o que obtenga otros beneficios desproporcionados a los usos comerciales, en especie o en servicios, para sí o para otro.
El monto de la reparación del daño, será por lo menos igual a la desproporción del beneficio económico obtenido o de los intereses devengados en exceso, o de ambos, según el caso.
Dicho dispositivo legal prevé como usura la estipulación de intereses superiores “a los bancarios"; no obstante, debe observarse que la banca presta diversidad de servicios financieros, además de que el interés varía, de acuerdo al producto, y que los porcentajes anuales que cobran las instituciones financieras por réditos son extremosos, entre los más bajos y altos en su cobro; de ahí que el elemento del cuerpo del delito de fraude por usura, se torne abstracto o impreciso para dar seguridad al gobernado de cuándo estará en condiciones de alegar que, en caso del cobro de un título y de la realización de operaciones de crédito, existe usura en el cobro de intereses moratorios, motivo por el cual, se considera modificar el tipo penal y fijar un porcentaje certero y eficaz para la salvaguarda de los derechos humanos y convencionales, de ahí que, para estar en condiciones de resolver si se ha incurrido en usura, será  cuando un interés convencional evidente o encubierto exceda de un treinta y siete por ciento anual; de esta manera se pretende que los elementos del tipo penal sean susceptibles de poder acreditar, sin que existan los impedimentos que actualmente se contienen en la ley penal.

De igual forma, se propone adicionar el artículo 430 BIS al Código Penal a fin de establecer modalidades agravantes del delito de usura, cuando se actualicen las siguientes conductas por parte del sujeto activo del delito:

I.-  A quien pretenda hacer o haga efectivos los instrumentos a que se refieren las fracciones anteriores mediante la vía judicial o fuera de juicio.
II.- A quien disimule o encubra el interés o lucro mediante títulos de crédito o cualquier otro documento, si no media otra causa que justifique su existencia.

III.- A quien altere, añada o modifique la tasa de interés originalmente pactada por las partes en un título de crédito o acto jurídico escrito o verbal, a una que exceda a un treinta y siete por ciento anual con la intención de hacer efectivo su cobro mediante la vía judicial o fuera de juicio.  

En cuanto al Código Civil del Estado, se sugiere incorporar  en  los  artículos 2811, 2812, 2813 y 2815; los principios señalados con antelación a efecto de que el juzgador que conozca del juicio  relacionada con el reclamo del pago de los intereses pactados, la atribución de reducir ex officio la tasa de interés pactada, si la misma es superior al treinta y siete por ciento anual , acorde con las circunstancias particulares y propias del caso concreto controvertido y de los elementos que obren en los autos del juicio.

La presunción de simulación a que se refiere el ordinal 2385, fracción III del Código Civil para el Estado de Coahuila, que se propone reformar, se establece en protección y para beneficio de los deudores, avales o terceros afectados con la simulación, quienes difícilmente pueden demostrar de manera directa la operación encubierta, pues para ello tropezarían con muchos obstáculos, dada la diversidad de situaciones que en la vida práctica se presentan para encubrir una operación simulada.
 
Por lo que ante las dificultades probatorias directas, se propone modificar el artículo 2385 y establecer en su fracción III en beneficio de los afectados con la simulación la prueba presuncional, con el objeto de evitarle a la sociedad que sufre una simulación, la dificultad de probarlo con los medios de prueba directos.
 
De conformidad con el artículo 423 del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila, Las partes tienen la carga de demostrar sus respectivas proposiciones de hecho y quien pretende algo ha de probar los hechos constitutivos de su pretensión, quien contradice la pretensión del adversario, ha de probar los hechos extintivos o las circunstancias impeditivas de esa pretensión y el que funde su pretensión en una norma de excepción, debe probar el hecho que constituye su supuesto. Por último, se dispone que en caso de duda respecto de la atribución de la carga de la prueba, ésta debe ser rendida por la parte que se encuentre en circunstancias de mayor facilidad para proporcionarla o, si esto no pudiera determinarse, corresponderá a quien sea favorable el efecto jurídico del hecho que deba probarse.
 
Como vemos, las reglas generales establecidas en el artículo 423 del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila, no apoyan en casos como el de la simulación, porque es muy difícil que los actores tengan a su alcance los medios probatorios, pues éstos se encuentran en poder del simulador, de ahí que se justifique que sea éste como demandado el que tenga la carga de la prueba para desvirtuar las presunciones que favorezca al actor.
 
Por ello, ante la dificultad probatoria en la que se encuentran los afectados por la simulación de las tasas de interés usurarias, se propone agregar el la fracción III y recorrer la actual fracción con el mismo número a la fracción IV del Código Civil para el Estado de Coahuila, para establecer que en caso de que la parte deudora alegue la simulación para encubrir el cobro excesivo de intereses, el juzgador deberá analizar los elementos de convicción aportados para determinar, si por si mismos o en su conjunto, permiten obtener o no presunciones suficientes para tenerla por probada.
 
Con dicha reforma, se dotará de sentido al derecho humano establecido en el artículo 21, apartado 3 de la Convención Americana sobre los Derechos Humanos, el que señala que tanto la usura como cualquier otra forma de explotación del hombre por el hombre, deben ser prohibidas por la ley, si está encaminada a ser una amenaza contra el derecho de propiedad, pues se exime al que sufre la usura de acreditarla de manera directa, permitiendo demostrarla con base en presunciones suficientes para tenerla por probada.
Por lo que, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 59 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como por los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO
ARTÍCULO PRIMERO.- Se modifica el artículo 430 y se adiciona el artículo 430 BIS  del Código Penal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, publicado en el Periódico Oficial, el viernes 28 de mayo de 1999 para quedar como sigue:
ARTÍCULO 430. PENALIDAD Y FIGURA TÍPICA DE USURA. Se aplicará de dos a ocho años y multa de cincuenta a cuatrocientos días: A quien al celebrar un acto jurídico de carácter económico independientemente de su naturaleza:
I.- Obtenga para sí o para otro, un interés convencional evidente o encubierto, que exceda a un treinta y siete por ciento anual u otros beneficios desproporcionados a los usos comerciales, en especie o en servicios; u

II.- Obtenga del deudor o sus garantes, al celebrar un acto jurídico accesorio derivado del negocio principal, un interés evidente o encubierto, que por sí o sumado al principal exceda a un treinta y siete por ciento anual. 

El monto de la reparación del daño, será por lo menos igual a la desproporción del beneficio económico obtenido o de los intereses devengados en exceso, o de ambos, según el caso.

ARTÍCULO 430 BIS. SANCIONES Y MODALIDADES AGRAVANTES DEL DELITO DE USURA.  Las penas previstas en el artículo anterior se aumentarán de uno a cuatro años más:

I.-  A quien pretenda hacer o haga efectivos los instrumentos a que se refieren las fracciones anteriores mediante la vía judicial o fuera de juicio.
II.- A quien disimule o encubra el interés o lucro mediante títulos de crédito o cualquier otro documento, si no media otra causa que justifique su existencia.

III.- A quien altere, añada o modifique la tasa de interés originalmente pactada por las partes en un título de crédito o acto jurídico escrito o verbal, a una que exceda a un treinta y siete por ciento anual con la intención de hacer efectivo su cobro mediante la vía judicial o fuera de juicio.  

ARTÍCULO SEGUNDO. - Se modifican los artículos 2811, 2812, 2813 y la fracción II del artículo 2815; se agrega la fracción III y se recorre la fracción III al IV del artículo 2815 del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza  publicado en el Periódico Oficial, el viernes 25 de junio de 1999 para quedar como sigue:
ARTÍCULO 2811. El interés convencional es el que pactan los contratantes y puede ser mayor o menor que el interés legal, pero no deberá exceder del treinta y siete por ciento anual.

ARTÍCULO 2812. En caso de exceder la tasa de interés convencional el juez de oficio, incluyendo los casos de rebeldía procesal mediante la valoración en forma razonada y motivada de las circunstancias particulares del caso, reducirá en forma prudencial la tasa de interés convencional hasta establecerla dentro de los límites precisados en el artículo anterior. 
ARTÍCULO 2813. El artículo anterior sólo es aplicable cuando el interés convencional exceda del treinta y siete por ciento anual.

ARTÍCULO 2815. En el supuesto de los artículos 2812 y 2813, se aplicarán, además, las disposiciones siguientes:

I.- El deudor puede liberarse de la obligación, después de la celebración del contrato, mediante el reembolso del capital, cualquiera que sea el plazo fijado en el contrato, dando aviso al acreedor con un mes de anticipación y pagando a éste los intereses vencidos.

II.- Los pagos que haga el deudor al mutuante se aplicarán por ministerio de la ley, primeramente a la amortización del capital y, redimido éste, al pago de intereses, los cuales se calcularán de acuerdo a la tasa a que se refiere el artículo 2811 de éste Código.

III.- En caso de que la parte deudora alegue la simulación para encubrir el cobro excesivo de intereses, el juzgador deberá analizar los elementos de convicción aportados para determinar, si por si mismos o en su conjunto, permiten obtener o no presunciones suficientes para tenerla por probada.
IV.- Lo dispuesto en este artículo es irrenunciable.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS
ARTÍCULO PRIMERO. - El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 
ARTÍCULO SEGUNDO. - Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 
Dado en la sede del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza el día veintiocho de junio de 2016.
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